
XIII 
Las personas con sufrimiento mental 
ante la ley y los derechos* 

En la Argentina, el aumento de los niveles de pobreza e indigencia es un 
de las causas más significativas del incremento del sufrimiento en la pobla­
ción. El proceso de desintegración y pauperización social que afecra a am­
plios sectores de la sociedad, como consecuencia del desmantelamiento del 
Estado social y la consecuente fragmentación de los sistemas de protección, 
se complementa con las representaciones sociales estigmatizan tes acerca de 
la locura. Por ello, derechos humanos y salud mental deben articularse en la 
agenda pública de los gobiernos y, en particular, en el de nucsao país. 

En la primera parte de este capitulo analizaremos las normas y princi­
pios, internacionales, nacionales y provinciales que, de un modo u otro, 
procuran el resg-uardo de la salud mental de las personas y la prevención 
de los trastornos de este tipo. 

Diferentes organismos internacionales han expresado su preocupación 
por el respc to y consolidación de los derechos humanos de Las personas men­
talmente afectadas. Fl Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Nación, 

'I .a primera sección de este capítulo fue elaborada por Alfredo Jorge Kraut, abogado, 
docente de la Facultad de Den:cho de la Universidad de Buenos Aires (UBA). La .<;egunda, 
estuvo a cargo del Equipo de Salud Mental dd CELS compues!O por los profesionales: l.au· 
ra Cont<::, G.raciela Guilis, Roberto GuunaJI, E.!ena Lenhardbon, Ma.rceJQ Marmer, M~riana 
Wik.insk.i. Roxana Amcndola.ro, Adelqui Del Do, Lucíana Gonzalez, Max.imi!iano Peverclli. 
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por su parte, señala la importancia de revisar los modelos asilares y de con:r 
truir una escrategia en sa lud mental que tome e n consideración las múlti­
ples variables que componen el problema (aspectos sociales, económicos, 
representaciones sociales estigmatizan tes, etcétera) . En efecto, es necesario 
comenzar a revisar cr íócamente el luga r social que se le otorga a la locura y 
los modelos tradicionales asilares utilizados para su tratanúcnto, recordan­
do que su origen se ubica eu el surgimiento de la modernidad y la conco­
mitante urgencia de control social de los anormalP.s. 

La:; normas progresan en e l reconocimiento de derechos pero éstas 
deben es~:ar necesariamente articuladas con políticas sociales y económi­
cas que garanticen su cumplimiento, tal como veremos en la segunda par­
te de este capítulo. El Estado es responsable de garantizar las condiciones 
básicas para la inclusión e n la vida social de las personas que padecen su­
fri.rníento mental, que se encuentran en una situación de vulnerabilidad 
como comecuencia de la discriminación y la m arginación. 

'·+ . 
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Primera parte 

Salud mental en la Argentina: normativa, prácticas y urgencias 
de cambio 

1. Introducción 

LA úry, tal como 1wj la falnica ellegisú!lior, 
no tiene tiJM ÚJ. fuer..a que se le supcnw. 
No rige por ig-.t.al en !odos ÚJ.s lu[JGreJ, 
y se modifiCa en su aplicaciún hasta el punto 
de desmentir su principie. 

(BAI...l.A<:,l./Js CampeJinos, 1844) 

Todos los hombres son iguales ante la ley: lo dice la propia ley. Pero la 
igualdad de las personas es algo más profundo que su pasivo sometimien· 
to a las leyes, porgue emana de su compartida calidad de seres humartOS, 
lo que convierte a la igualdad pasiva en activa. 

El ciudadano se somete a la ley, pero al mismo ríempo está capacüado 
para exigir el goce de los derechos que la ley le acuerda, en tre ellos, inclu­
so, los de crear y modificar las leyes y vigilar su cumplimiento.1 Felizmente, 
junto a los cuerpos legales existen declaracione~ de derechos, cuyo paulati­
no enriquecimiento marca -en la historia- el avance de la civilización. 

Sin embargo, muchos ciudadanos están lejos de sentirse sujetos ple­
nos de derecho, entre oa·as razones por su escasa información --debida 
a carencias educativas y a las manipulaciones, ocultamientos, riros y pre­
sione~ del poder. 

Algunas personas sufren, además, de minuS'valias especíGcas que pueden 
limitarlas aún más en el goce de sus derechos. 

En los países que cueman con buenas estadísticas, se comprueba que 
un alto porcentaje de personas padece enfermedades mentales de díscin· 
to signo y gravedad, que gran parte de esas personas sor: inter nadas sin 
que medie su voluntad, y que permanecen institucionalizadas durante mu· 
cho úempo, a veces de por vida. Innumerables dolencias psíquicas son, de 
e~e modo, ignoradas y. obviamente, no tratadas. 

• 1 La hermana Pelloni señaló, respecto de las aclitcdc~ de Juan Carlos Blumberg: "lo 
unko que le preocupa son las leyes más que lo~ cterechos humanos, por ero lo quiero com­
prender pero no lo justifico" (Pá¡;irw 12, 19/ l:!/ 04, "Pello ni"). 
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Las persona~ con trastornos mentales consútuyen así un sector parti­
cularmente vulnerable, que enfrenta el estigma, la discriminación y la mar­
ginación, ya que en todas las sociedades to diferente parecie ra ser de di.fi­
cil-<:n algunos casos, de intolerable- aceptación. 

Puede sostenerse que tos pacientes mentales son un emblema de hipo­
suficiencia jutidica. Esto increment.a las posibilidades de que se violen sus 
derechos humanos. Rara vez su problemática interesa centra1menc.c a la so­
ciedad, y están lejos de ejercer su condición acúva de ciudadanos. La reali­
dad muestra, además, que pese a los daños que injustamente se les ocasio­
nan, no hay sanción para los responsables de su cuidado y atención. Por ocro 
lado, la crisis de la familia y las estrecheces económicas de nuestro tiempo 
limican la p<JSibilidad de resguardar debidamente a estos enfermos. La mar­
ginación y las barreras creadas para quienes padecen de discapacidades o 
des\rem.ajas terminan pareciendo una cosa natural. 

A.sí, a pesar de que son contada~ las personas con trastornos mentaJes 
que suponen riesgo para sí mismas o para terceros (su capacidad para to­
mar decisiones, por lo demás. está afectada) ,2 los prejuicios sobre sumen­
tada pelig-rosidad excusan la tendencia a aislarlas de la comunidad. Las 
contradicciones y los dobles mensajes circulantes son un factor importan­
te de las actitudes que la sociedad adopta respecto de la locura. A ello se 
suma el hecho de que miles y miles de personas institucionalizadas perte­
necen a los sectores más humildes. Y terminan, como regla, abandonadas 
sin remisión en el manicomio. 

Pero locura y cronicidad psiquiácríca (hospit.alismo) no están necesa­
riamente vinculadas. u exclusión y el olvido son el corolario de !a miseria, 
y así se gesta el hospicio-asilo-<iepósito. La recuperacíón psiquiátrica r la re­
socialización se t,uelven una quimera. Y los de "afuera~ no manifiestan, por 
lo común, un interés genuino en la reinserción. De allí que sea preciso ins­
talar con mayor "igor d tema de los derechos humanos y la salud mental. 

2. Medios coerdtivos y práctica psiquiátrica 

El tema de la institucionalización innecesaria e in eficaz no es el úni- · ) .. . . ·:· 
co, pero sí el más visjb!e en la problemática de la salud mental y los de- ·.:<. 
rc:chos humanos. El uso de medios coercitivos en la práctica asistencial · 

~ Orgauiz~cióu :'--!un dial de la Satud (0.\lS}, Documemo, 2003. ·Legi~lación y Dere- .. · 
chos Humanos p:u« !.1 Salud Ment<ll. Paquete de Orienr.ación para Política y Servicios de 
Salud Mcnw•. · 
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genera polémicas por su frecuencia y por los abusos emergentes. Repug­
na a la razón y al derecho el aislar e inmovilizar a personas a causa de su 
enfermedad, sin regulaciones ni comroles adecuados. 3 Sé lo la internación 
forzosa y el tratamiento obligatorio están ¡·egulado.s en nuestro país. En 
c.:ambio, los demás instrumentos coercitivos se hallan faltos de normarivas 
específicas. Ello implica que estas medidas queden hoy libradas a la com­
petencia y a la ética del profesional que interviene en el momenco de de­
cidir su aplicación. 

Es de esperar que próximas regulaciones establezcan mecanismos de 
control en la atención psiquiátrica, especialmente el registro de las medí­
das de aislamiento o inmovilización, a veces sólo usadas como formas de 
sanción o castigo. 

3. ¿Existe un marco legal disponible? 

La legislación consrituye una base necesaria para proteger los derechos 
fundamentales. Sin embargo, condíción necesaria como lo es, no resulta, 
suficiente, ni tampoco excluye otros mecanismos para resguardar la .salud 
mental de las poblaciones. 

La ley brinda el marco para tratar problemas criticas -la integración 
comunitaria de las personas con trastornos mentales, la provisión de cui­
dados de alta calidad, la mejora en el acceso a la atención, la protección 
de Jos derechos civiles, y la protección y promoción de los derechos en 
áreas vi tale~ como la vivienda, la educación y el empleo. 

Las normativas intervienen iguabnence de manera decisiva en el res­
guardo de la salud mental y en la prevención de los trastornos deJ mismo 
orden. Por lo l:anto, el campo legat excede, en esta materia, la mera aten­
ción o el tratamiento brindado en servicios de salud ínstítucíonalcs.<l. 

"Los instrumentos restrictivos que se aplican hoy a personas suje~a.S a u-atarnientos psi· 
quiátricos SO!I variados, entre ellos: 1) internación involuntaria o for7.osa, medida excepcio­
nal dispuesta temporariarncnte por un profesional de la salud pero decretada y coutrolada 
judicialmente. Es twa modaiidad de tratamiento de carácter cautelar que suele fundarse en 
la peligrosidad para sí o pat"3. terceros, o en !a 11ecesidad de tratamiento, en beneficio del in­
gresado, y cuyo contenido es la pérdida de la libertad (véase la Constit~.;cióu Nacional, ar;i­
culo 18); 2) aislamiento terapéutico (seclusión), concebido como la indispensable instala­
ción de un paciente en una habitación cerrada con el propósito de sepa:-arlo de su entorno; 
3) inmovilidad o sujeción terapéutica (restraint), definida como la fijación de, al menos, aJ. 
gunos miembros <.!el paciente mediante disposiúvos mecáui<"os; 4) tratamiento >allitario for· 
zo30 ( !!nnfr~lmry metiical treatment), o sea la imposición de terapias sin que medie la voluno:ad 
personal del pademe. 

~ 0:\!S, "'Legislación y Derechos Humanos ... ", o-p. dt. 



512 CELS 

F.l breve análisis que sigue tiende a determinar si los mecanismos pro­
tectorios actualmente vigentes son suficientes y si coexiste un acceso a la 
tutela. 

3.1 El sistema del derecho internacional de los derechos humanos 
en el campo de la salud mental 

El derecho internacional de los derechos humanas incluye los resguar­
dos fundamen tales con que cuentan las perso nas con discapacidad men­
tal. Se trata, en principio, de derechos genéricos que amparan a todos los 
seres humanos sin excepción. Tales derechos están contenidos en la De­
claración Universal de Derechos Humanos (DUDH, 1948) , el Pacto I nter­
nacional de Derechos Civiles y Politi(()s (PIDCP, 1966) y el Pacto Interna­
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC, 1965). 

En el sistema in ter americano, la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos (CADH, 1979) reconoce, asimismo, un importante abani­
co de derechos genéricos que incluyen en su protección a las personas con 
padecimientos mentales, especialmente en lo que hace al respeto por su 
\i da (ar úculo 4), por su integridad física, psíquica y moral, aun estando 
privadas de su libertad (artículo 3, inciso l y 2) , el derecho a la libertad y 
a la seguridad personales (artículo 7) , a ser oídas con las debidas garan­
tías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal C<>mpetente, in­
dependiente e imparcial (arúculo 8), el derecho a la protección de la ley, 
sin discriminaciones de ninguna especie (articulo 24). 

En las últimas décadas, tanto la Organización de las Naciones Unidas 
como Ja.s organizaciones regionales de América larina (Organización Pa­
namericana de la Salud, OPS), adoptaron resoluciones y emitieron decla­
raciones y otros documentos~ en lo:; que se insta firmemente a los países 

; Declaración de los Derechos de los Impedidos o Minus•ilido.< (Organ.ización de las ~a­
cie nes l:nidas (ONUl. A.rnmblea General (;\G], R~ 3447 [XXX). 09/12/ 1975); Declar.~ciiín 
de Jos Derechos del Rct:rasado Menral (ONL AC'~.26/2S56, 20/12/1971 ); Declaración de los 
Derecho.~ de los Impedidos (Oi'iC. R.. !':0 344.7, 9/12/ 75); Programa de Acción :'>!un dial para 
las Personas con Discapacidad (ONC. AG-R... 37/52, 3/12/ 82); Derechos de los Ancianos 
(1982); Declaración sobre implicancias éticas especificas en psiquiauia (Ao;ambiea Gen en! de 
la Asociación Mundi<tl de Psiquiauia, Ha\\'ai, 1977); Protocolo .'\.dicional de la Convención Ame- : 
rícana sob (e Dt:rechos H umanos en Matcri<• de Derechos Económicos, Sociales y Cu1rurales 
(OEA. "ProtOcolo de San Salvador", AG-11 / 17/ 1988); Congreso del ::\ilo: Declaración de LO: 
xor. Derechos HwnaJ.tos de los Erúermos .\l[en cale.s, 17/0l/89); Organi7.acióu Panamericana 
de la Salud (OPS), Ueo:.laración de Caracas, 1990); 0:-:U, Pr'ncipios para la Pro tección de los 
F.uft:rmos Mentales r pan el Mejor<.uniemo d e la Atenci.ótl de la Salud Mental (AG-46/ 119 •. 
l i í 12/91 ); Re.wlución sobre la Situación de las Personas con Discapa<:i<.lad en el Continente. 
Americano (AG-Rs. 12'19 [X..XJI1-0í93)) ; ~orma.s U niformts w bre Igualdad de Oportunida-

.:;..:. 

1 
·~ 



l . 

L• 

Las per$onas con sufrimiento mental ante la ley y los derechos 513 

miembros a adoptar las medidas conducentes a concret:lr la protección de 
Jos derechos de los pacientes mentales, con especial énfa5is en la sanción 
de las normas pertinentes. Dos recientes documentos regionales expresan 
en este sentido la preocupación de lo.s Estados por respetar y consolidar 
la vigencia de los derechos humanos de las personas menwlmente afecta­
das: la Convención lnteramericana para la Eliminación de todas las For­
mas de Discriminación contra las Personas con D'scapacidad6 y la Reco­
mendación de la Comísíón Interamericana de Derechos Humanos sobre 
la Promoción y Protección de los Derechos de las Personas con Discapaci­
dad Mental (OEA, 2001).7 

Por su resonancia en el orden local, interesa particularmente proti.m­
dizar aquí la Declaración de Caracas ( 1990), las Normas Uniformes so­
bre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 
( 1993) y los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y pa­
ra el Mejoramiento de la Aten<:ión de la Salud Mental (1991). A esta lis­
ta se suma el sistema interamericano de protección de derechos huma­
nos, por abrir la posibilidad de presionar a los Estados que no cumplen, 
o que son culpables d<- violaciones a las normas jurídicas obligatorias en 
la mateJia. 

des para las Personas con Discapacidad (AG-18/96, 20/12/93); Decl.aradón de Managua (di­
ciemb,·e 1993); o:-, -u, Contcrencía Mundial sobre Derechos Humano~: Declaración de Viena 
y Programa de Actión (aprobados por la 15/i /93); Resolución sobre la Situación de los Disca­
pacirado.s en el Continente Americano (AC'.Rs. 1%6 [X...'<V-0/95]); y Comp.-omiso de Panamá 
con la~ Personas con Di~apacidad en el Continente Americano (resolución AG/Rs. 1369 [XX· 
\:1-0/96]); OEA, Convención huer.tmericélna para la Eliminación de toda< la< Form:.s de Dis­
criminación contra las Persona< con Discapaciclad ( 1999); O FA, Com~<íón [nceramericana de 
Derechos Humanos (CIDH): Recomendación sobre la Promoción y P.-vtección de los Dere­
thos de la5 Pe~nas wn Discapacidad Men ul (2001 ). EMes documentos son de aplicación sub­
lidiaría y poseen disómo cipo de obligatoriedad p;u<~ los E.<(ados. 

6 Por esta Convención, los Estados parte se comprometen a·. l. Adoptar las medidas 
de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesari.:J.S pa­
r« eliminar la discriminación contra la.5 personas con discapacidad y propiciar su plena 
integración en la sociedad .... (sigue la lista, no taxativa, de medidas que se cecomíe:>da 
adoplar). 

7 Las Recomendacio•Jes se orientan a incorporar en la nonnativa de los países miembros 
sistemas de pro«ección de los derechos de los paciente~ mentales (introducción de e~ránda­
res internacionales en la legislación interna) y a promover las medidas, legislaciva.< o judicia­
les que se requieran para supervisar .el cumplimiento de e.stos cerechos. Nuestra ley 2::..280 
{4/8/200()) dispuso la aprobación de la Convención Interameticana para la Eliminación de 
toda• las Formas de Discriminación conmt las Personas con Discapacidad. y dice en su artículo 
1: Apntébase la Convención lnteramericana par.a la Eliminación de todas la< Formas de Discri­
minación contra las Personas con D!scapacidad, suscrita en Gua:emala, República de Guare­
mala. el 8 de junio de 1999. 
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3. 1. 1 Declaración de Caracas 

La Declaración de Caracas opera como una estrategia tendiente a 
transformar el modelo actual de atención, gestando normas universales 
para el tratamiento de las personas afectadas mentalmente. En este ~en­
tido, el documento significó un importante y transformador paso de or­
den legal respecco de la atención psiquiátrica y el avance de los derechos 
de estos pacientes. 

Tal estrategia tiene doble repercusión: "por un lado el hospital psiquiá­
rrico cesa de ser el componente cemral de la atención psiquiátrica y, por 
el otro, [la Declaración de Caracas] propone que los servicios comunita­
rios constituyan el medio principal para lograr una atención accesible, des­
centralizada, integral, partícipatíva, conrinua y de carácter preventivo. 
También aboga por la necesidad de actualizar la legislación correspon­
diente con el fin de anclar en un marco jurídico la reestructuración de los 
servicios, y para salvaguardar adecuadamente los derechos humanos y ci­
viles de los pacíentes".s 

Pese al énfasis manifiesto en la Declaración de Caracas, en la mayoría 
de los países de la región el paciente mental, sobre todo si está institucio­
nalizado, suele convertirse, de hecho, en un sujeto "sin derechos~.9 Y así, 
no existen en Argentina ....-<:omo tampoco en los demás países de Améri­
ca latína-10 leyes especiales de vigencia nacionaP 1 ni legislación general 
en esta materia, destinadas a consagrar expresamente el respeto por los 

8 Levav, Iu.hak, Restrepo, Helena, y Guerra de Macedo, Carlyle, "ReestructUración de 
la atención psiquiátrica en América Latina", Acta Psiqu·iátrica y Psicológica de. Améri.:a Latina, 
39:4, 1993, p. 285. 

9 OPS, "Reestructuración de la atención psiquiátrica en América latina: base~ canee!>" 
tuales y guias para su implemeutación" (l::ditores: Gon;:ález Czcátegui, R. y Lcvav., 1), Was­
hington, 1991. Kra~tt, Alfredo Jorge, Aspe.:tos nmmativas de la atenci6n psiquiát>ica, Informes 
Técnicos N• 42, OPS, Wa~hington, 1994, p. 3. 

10 Aunque la situación no es la misma en todos los países americanos, la similitud cul· 
tural de sus pueblos determina que la tendencia sea pareja. Cfr. Rolis, Mónica, ''La Confe· 
renda de Caracas y !os procesos de actualir.acién legislaüva en América Latina", OPS, Was­
hington, noviembre 1993; Levav,l., Restrepo H., y Cuerra Macedo, C., "Reestructuración de 
la atención psiquiátrica en América LaUna ... ", op. Lit. Kraut, Alh-edo Jorge, Aspectos -nqr112ati· 
vos de {a atendón psíquiátn'r.a , op. dt. 

11 E1> la República Argenúna existen leyes provinciales (Río i'iegro, leyes n• 2.440/1991 
y 3.5í5/2002; Entre Ríos, ley n• 8806/94: Santa Fe, leyes n" 10.772/1991 y 13.944/199í) que, 
en una línea progresista, intentan salvaguardar !os derechos humanos y promover la aten· 
ción extrahospiularia de )35 peo·sona.-; con afecdones mentales. En tanto se tropiece con se­
ríos ohstáculosjurídicos (la~ norma.s penales y ci'iles no favorecen la situación legal del en· 
fermo mental) y presupue~l..'l.rios -escasos r~rursos financieros y humanos asignados a los 
servicios de salud mental-. los int<"nto~ se reducen a iniciativa.~ aisladas que operan con se· 
rias limit.1.cione.s. 
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derechos fundamentales de estos pacientes. En la práctica, como se di­
jo, tales derechos suelen afectarse cotidianamente sin que, por lo común, 
haya sanciones para los responsables. 

3.1.2 Principios para fa protección de Jos enfermos mentales 
y para el mejoramiento de la atención de la saiud mental 

Los principios básicos de la Declaración de Caracas se vieron luego 
plasmados en un nuevo instrumento, valioso para diseñar y evaluar la efec­
tividad de los derechos fundamentales de las personas internadas y de to­
das las afectadas por discapacidad mental. 

Sin lugar a dudas, los Principios de salud mental conforman la decla­
ración de derechos -normas específicas para la protección de personas 
con afecciones mentale~. más adecuada y oportuna emre las propues­
l<l.S hasta hoy, y son e l punto inicial para lograr una transformación capaz 
de proreger a las personas alcanzadas por estas afecciones. Su meta es el 
cambio del sistema de atención en la materia. 12 

El hecho de que las Naciones Unidas hayan acogido y apadrinado los 
Principios co!'.lirma la prevaleciente tendencia a internacionalizar estos 
derechos. La fijación de estándares generales facilita la difusión de los de­
rechos y la posibilidad de supervisión como un valioso avance en la defen­
sa de los derechos humanos. Se considera a los Principios como el están­
dar internacional más completo y detallado en la materia, y se han 
constituido en importante guía pa ra los Estados en la tarea de delinear 
y/o reformar sus sistemas de salud mentaJ. 13 

Insistiendo en que la vigencia de los derechos --en este caso, del derecho 
a la salud- requiere mucho más que leyes, la aplicación de los Principios de 
salud mental en tanto derechos internacionalizados --o sea, estándares míni­
mos de las Naciones U ni das- puede operar destrabando los fuertes obstácu­
los que impiden a Jos enfermos mentales, especialmente a los instimcionali­
zados, acceder a los derechos humanos en los sistemas de salud. En este 
sentido, los Principios significan un notorio avance; constituyen una herra-

12 En el n ivel regional amen.:ano, la Declaración de Caracas (OPS/OMS: Declaración 
de Caracas. Reestn\cturación de la Atención l'siquiárrica, 14/ 11/90) advirtió y denunció 
las falencias del sistema de a tenció n psiquiátrica y salud mental, y lo.~ vocíos legislativos en 
la región, fenómeno causado principalmente por la carencia de estrocturas asi:;tencialcs 
adecuada., y de :?.cceso;> real al 5istema dt: :1<\Jud. Véase: OPS, ''Reestr.tcturación de la aten­
ción 8siquiátrica ... ", op. di. 

3 Recomendación de la C!DH sobre la Promoción y Protección de los Derechos de las 
Per~onas con Discapacidacl Mental, ahril 200 l. 
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mienta aplicable a distintos sistemas de salud, ya que la protección de los de­
rechos debe realizarse conforme a ''un trata.lnien to adecuado a sus pautas cul­
turales" y fBan deberes est:ricws - variables según los sistemas jurídicos de los 
di)jtinros países-- aplicables a los pacientes hospitalizados (independiente­
mente de que hayan sido diagnosticados como enfermos mentales) o ambu­
l..>torios, que los protegen cont:ru todo tipo de discriminación. 14 

Los Principios es¡,¡¡blecen q ue todas las personas que "padezcan una en­
fermedad mental, o que estén siendo atendidas por esta causa serán a-atadas 
con humanidad y respeto por la dignidad inherente a la perwna humana~. 1 5 

Asimismo, instituyen norma~ de fondo y formales para evitar la~ inter­
naciones ar bitrarias o abusivas.16 

Por su parte, las g-aranúas procesales establecen que toda persona re­
cluida involuntariamente úcne derecho a un "defensor que lo represente 
en todos los procedimientos", a solicitar y prescnütr "un dictamen indepen­
ctieme sohre su salud rnenr.al y cualesquiera orros informes y pruebas", de­
biéndose le "pnlporcionar al pacien te y a su dehmsor copia del expediente 
del pacientt: y de todo informe o documento que deba presenc-&rse".li 

Los Principios sostie1,en, además, que "todo paciente tendrá derecho 
a ser tratado en un ambiente lo menos restri ctivo y alterador (o intrusivo) 
posible, q ue corresponda a sus necesidades de salud y a la necesidad de 
proteger la salud fisica de terceros", 18 "a vi\•ir y trahajar, en la medida de 
lo posible, en la comunidad", t9 y a que todo trat.atniento que se le sumi­
nisLrc sea "adecuado a sus antecedentes culturales"20 y "destinado a pre­
servar y fomenmr s1.1. independencia personal".21 

! ·l "Princip ios para la Protección de los Enfermos ::'v1cntales y el Mejoramiento de la Ar.en­
ción de la Salud Mcnmi", pá rr. l (4) (O~U. A.C-Rs. 46/ 119, 1991.). 

1~ "Principios ... •• cp. cit., 1 (2). 
lG Entre l<\$ primeras, se d etermina que 11adie puede ser internado iowolumariamente 

ni retenido como paciente involuntario, salvo q ue se acredite que por "causa '' d e la enfer­
medatl ment.ai -decre tad<t por u n médico autoritado y calükada por la ley, y según eslán· 
dares internacionales-, con-a un riesgo grave, inmediato e inminente, de dam nificarse o 
de dañar a o trus personas -Principios 4 (l )-; o cuando la internación se ~'toch-a 1m pres­
cindible para un tr:lcarnien to que:: sólo puetle brindars" en el seno de una institución"­
Principio 16--, o cuando la enferrnedad ment.al sea grave y la capacidad de juicio e;té afee· 
cada, caso en que se justifica el internamiento a fin d e C'-itar "un d eterioro considerable de 
su condición" -l'rincipio 16 (1) (b) . 

;, "Principios", op. cit., 18. 
lS "Principios". "P· ciL, 9 ( 1). 
19 "Prin cipios" ... ", op. al., 3. Ver más arriba Dec:laración d~ Caraca~. Consular, ademá.-i: 

Levav, !., Restrepo H., y Guerra :V1acedo, C.: "Reestn<cruración de la atención psiquiátrica 
en América Latina. .. ", op. cit. 

W "Principios .. . ". op. cit., i (3) . 
21 "Principios ... ·, "/J. r.i.t., 9 (4) . 

1 
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En lo que hace al derecho al tracamíento, debe estimularse al pacien­
te para que acepte voluntariamente su internación cuando ésta sea nece­
saria,22 y tenga derecho "a la mejor atención disponible en materia de sa­
lud memal",23 basada "en un plan prescripto indi"vidualmente, examinado 
con el paciente, siendo revisado (o actualizado) periódicamente, modifi­
cado llegado el caso y administrado por personal profesional calificado ".24 

No se administrará ningún tratamiento a un pacien(e sin su consentimien­
to informado, salvo las excepciones establecidas en los mismos Princi­
pios.25 El tratamiento se dispensará siempre ''con arreglo a las normas de 
érica pertinentes de los profesionales de la salud mentai.26 

Los Principios incorporan garantías para proteger el derecho a ser dife­
t·ente, al establecer que "la determinación de una enfermedad mental no 
se efectuará nunca fundándose en la condición política, económica o so­
da!, en la afiliación a un grupo cultural, racial o religioso, o en cualquier 
otra razón que no se refiera directamente al estado de la salud mcntal",27 

y que Jos conflictos familiares o profesionales, o la faita de conformidad 
de una persona con los valores sociales, morales, culturales o políticos, o 
con las creencias religiosas dominan tes en la comunidad, en ningún caso 
conslítuirán un factor deterniÍnante del diagnóstÍCQ de enfermedad.28 

Los Principios instrumentan algunas normas de carácter preventivo y 
otras que apuntan a resarcir el daño injustamente sufrido. De igual modo 
señalan que las personas que reciben tratamientos de salud menul tienen 
derecho a estar protegida~ de "cualesquiera daños, incluida la administra­
ción injustificada de medicamentos, los malos tratos por parte de otros pa· 
cíen tes, del personal o de otras personas, u otros actos que causen ansiedad 

22 "Principios .. .", op. cit., 15 (1}. 
?3 "Principios .. :, up. cie., 1 (1). {$!e principio establece obliga~iones para los Estados, 

en I<UHO impone la mejor atención disponible. De este modo, se Ita una atención mínima 
de la s.a.lud, descartando políticas básicamenle utilit:arista.s. 

24 "Principios ... ", op. cit .• 9 (2). 
2; "Principios ... ", op. r:it., 11 il). 
~6 E_ntre es~s normas se inclnyen las acep~adas internacionalmente como los Princi­

pios de Etica ~1~dica -apiicables al personal de salud, especialmente a los m~dícos-, ten­
dientes a la protección de los prisioneros y detenidos contra la torrur.a y otro:; traLanlientos 
crueles, inhumanos o degradantes, aprobados por la Asamblea de las Naciones Unidas. En 
ningún caso deberá hacerse uso indebido de los conocimientos y ti:cnicas psiquiátricas. 
"Pdncípios" ... ", op. cit., 9 (3). Se esr:tblecen, además, deberes de diligencia cscricros. Los 
profesionales tienen que acruar conforme a criterios establecidos internadon3lmente, sien­
do imputable a tímlo de culpa todo obrar que no acceda al estándar de razonable pruden· 
cia. se_gún lo que ordinariamemc haria un buen médico de la especialidad. 

2; "Principios ... ", op. cit., 4 (2). 
23 "Principios .. .". rtp. cit., 4 {3}. 
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mental o molestias fisicas". 29 Dicha función tu telar se expresa a través 
derechos específicos orientados a equiparar a las personas con discapaci~ 
dad con las demás personas en general. !lO . 

Los Principios, e n tanto regulación de derechos concrctos,31 apuntan.· 
a proteger los derechos personales, admitidos junto a las normas genera­
les aplicables al caso.32 

u normativa de derechos humanos referidos a la salud se complemen~ 
ta con la é tica médica. A remediar las insuficiencias de ésta en la práctica · 
vienen a contribuir las garantías provistas hoy por nuevas regulaciones. 
Luego de una se rie de recomendaciones referidas a la experimentación 
médica, adoptadas por el Consejo de Europa, ha crecido la convicción de 
que existe una necesidad de legislar en el nivel supranacionai.33 

¿Hasta qué punto comprometen los Principios de Salud Mental? 

Las Naciones Unidas difunden estándares internacionales en el tratamien~ 
to de materias determinadas y contribuyen con ello a la univen;alización de 
los derechos. De este modo, los Principios ayudan, por un lado, a estimular a 
los Escados en la adecuación de su normativa interna a los estándares míni­
mos que preconizan las Naciones Unidas respecto de las personas con sufri­
miento mental y, por el otro, colaboran con ellos en la interpretación del de­
recho internacional consuetudinario, y en la comprensión de las obligaciones 
internacionales del país en materia de derechos humanos en ei caso especí­
fico de la s..:'llud mental. En tal sen ti do, se los reconoce por su carácter de "de­
recho blando" (so.ft law), o bíen de "derecho guía o modelo'' (modellaw).34·3!i 

29 "Principios. .. •. op. cit., 8 (2}. 
30 Cfr. Subcomisión para la Prevención de la Discriminación y la Protección de las Mi­

norias (Comisión de Derechos Humanos}, Informe Final preparado por el Re lator Espe­
cial. leandro Despouy (O>JU, Doc. i\"0E/C:-.;.4/Suh.2/ 199l/3I n•83 1217/91 }. 

31 Se tram de derechos par:~ la protección específica. por ser Jos enfermos mentales un 
grupo más vulnerable y desprotegido que el resto. Y son, según lo expresa :-;orbeno Boh­
bio, íus singularecon relación a los de.rechos humanos en genera! (Bobbio. Norberto, "Pre­
sente y porvenir de Jos derechos humanos". An·uario de Derechos Humanos, n• l. Universidad 
Com~lutense de Madrid , Madrid, 1981, p. l8). 

:2 Véase los documentos ames citados en la nota 4. 
33 To::ru!Se'-sk.í, Katacina, "Th" Ríght tO H ealth for People .... ~Ul O~'iabilities", Human Rights 

ami Disahled Penons. Es.says aiUl &/qvanJ!iuwm Rights lrutrut1u:nt.S, Theresia Degener and \oland 
Koscer-Drees.e, editoras, M:utins NijhoffPublishel"$. Oordrech t (Holanda), 1995, p. 144. 

~ Cfr. Ulich, R., In!ernctional Human füghts, 29 ed, Do.~ton. t 991. 
· 35 Sin embargo, pese a las buenas irJteilCÍOnt::>. suele•1 tener, según dice Mos.~et Jmrr<ISpe, 

"una muy relativa o escasa eficacia; son más bien consejos 1' no principios o normas obligato­
rias: Lraduce:l generalidades políticas y no ohligaciones jtuídir.as." Se ha dicho, e iufortwla­
damellte e:: o u razón, "que los paises los suscriben porqtte no se sienten t'<!almentc obligados." 
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Pero como hasta ahora no existe una convención especializada sobre 
los derechos de las personas con discapacidad mental, 36 Ia CIDH conside­
ró, al analizar el conocido caso "Congo'', que los Principios son una hcrra­
rnienGJ. incerpretativa de la Convención Americana.37 

3. 7.3 Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad 

De conformidad con las recomendaciones de la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos, la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó en 
1993las N<>rmas Unífonnes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Per­
sonas con Discapacidad. Estas norma.~ son un instrumento internacional 
nuevo y revolucionario porque establecen la participación de las personas 
con discapacidades en calidad de ciudadanos como un derecho humano in­
ternacionalmente reconocido. Las Normas Uniformes exhortan a cada país 
a que participe en un proceso de planificación nacional para adecuar su le­
gislación, políticas y programas a las normas internacionales de derechos 
humanos.38 

(Mosset lturntspe, "Introducción al da.úo ambiental", Voces jurídica;. /Uvista ck Dnctrí.na yju:ris· 
prudencia, tomo 2, Forum, Mendoza, 1996, p. 23). Igualmente, sobre el tema véase Kcaut, Al­
fredo J.,/_{),( tlerechos de los pacientes, A. Perrot, Buenos Aires, 1997, pp. 351-353. 

3b En diciembre de 200I,Ia /\smnblea de las Naciones Unidas comenzó a elaborar un 
borrador de Convención para promover y proteger los derechos'! la dignidad de las perso­
nas con discapacidad (Rs. 56/168, 2001). 

~7 Estableció específicamente la C!DH que "eu el presente c2so las garantías estableci­
das en el artículo 5 de la Convención Americana deben ser interpre~:adas a la luz de los Prin­
cipios para la Protección de los Enfermos Mentales y para el ).fejoramíento de la Atención 
de la Salud Men1<1.l. Estos Principios fueruu adoptados por !a Asamblea General de la ONU 
como guía interpretativa" en lo que :se refiere a la protección de los derechos hamanos de 
las personas memalmente afccladas, "consideradas por este órgano como un grupo espe­
cialmente vuluerahle". 

3R El artículo 15 (1) de 1~ Normas Uniformes dice lo siguiente: "En la legi.<;lación na­
cional, que consagra los derccbos y deberes de los ciudadanos, deben enuncíarse también 
los derechos y deberes de las persona.s con discapacidad. Los Estados tienen la obligación 
de velar por qu-e la.s personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos, incluidos sus 
derechos civiles y políticos, en nn pie de igualdad con los demás ciudadanos. Los Estados 
deben procurar qtte las organizaciones de personas con discap2cidad participen en la ela­
boración de leyes nacionales relativas a los derechos de las personas con discapacidad, así 
como en la evaluación permanente de esas leyes." Las "organi:>;aciones de personas con dis­
capacidad" S<>n organizaciones integradas y controladas por las mismas personas con disca­
pacidad. En el artículo 18 se describe más detenidamente ei papel de estas organizaciones 
en relación con el Estado. Ei artículo !5 comprende orientaciones dirigidas a los Estados 
sobre procesos de reforma legislativa y recomienda que se revise !a legislación existente a 
fin de incorporar los principios de protección de sns derechos y que se adopte una nueva 
legislación especial cuando proceda (artículo 15 (2 a 4)) 
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3. 1.4 Convención lnteramericana para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra fas Personas con Discapacidad 

CELS 

Esta Convención, de 1999, regula el alcance del vocablo "discapaci­
dad", y se refiere a la "discrim inación contra las personas con discapaci­
dad", estableciendo como meta eliminar toda fo r ma de discriminación , fa­
vorece la integración en la sociedad de las perso nas con discap acidad y 
apunta a la idea de prevención y a la adopción de medidas que aseguren 
su cumplimiento . En lo que respecta a los medios de protección para su­
penisar el cumplimiento de los compromisos asumidos, se establecerá un 
Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las personas con discapacidad. 

3. 1.5 Mecanismos de protección en el ámbito interamericano 

Los mecanismos legales previstos en el ámbito internacional general y 
regional deben interpre tarse como complementarios de los nacionales, y 
contribuyen a una mejor protección de los derechos. En términos muy ge­
nerales, ellos son: 

Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (OEA) 

"Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental 
legalmente reconocida en uno o más E.stados Miembros de la Organización, 
pueden presentar denllncias" ante la Comisión Imer&m ericana de Derechos 
Humanos, por violaciones --<:ometidas por un Estad~ de los derechos es­
tablecidas en la Declaración Am ericana de Derechos Humanos o en la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos. La Comisión, en estos casos, 
formula recomendaciones al Estado responsable para que se restablezca el 
goce de los derechos afecrndos.~9 En casos de gravedad o urgencia, empero, 
puede reali7..arse una intervención, previ o consentimiento del Estado en cu­
yo territorio se alegue haberse cometido la ~iolación .. ." (articulo 48 [2]). 

Si en e1 término de tres meses a partir de la remisión aJ o los Esta­
des involucrados, el a:suuto no fue so lucionado, la Comisión puede -

_ :•9 F.n este caso, Víc to r R. Congo, víctima de una brur.al gol piza en un centro ele deten­
ción. s.:guida de su aislamiemo, sólo fue a tendido médicmnenee e~rde v mal. trasladado de 
un l<ldo~a otro, hast.a que , d iscapacitado y de,nente , euconLrÓ la mue rte. EJe,-ado ei caso ~ 
ia CIDH, ésta dic raulin6 a favor de la familia de la "íctima, estableciendo que el Esrado tie­
ne la obligación de actuar de inmediato en estos casos, 'f agorar los recursos legales existen­
res (luforrne n' 63/99. c<tso! L427, Víctor Rosario Congo , Ecuador. 13/4/ 99) . 

-
: ·· · 



las personas con sufrimiento m ental ante la ley y los derechos 521 

según el a rtículo 51- someterlo a la decisió n de la Corte, o emitir, por 
mayoría absoluta de sus miembros, su opinión o conclusiones sobre c::l 
proble ma. 

Corte lnteramericana de Derechos Humanos 

La Corte --surgida de los ar tículos 52 a 69 de la CADH-, una vez com­
probada "una violación de un derecho o libertad protegidos por la Con­
vención" (artículo 63 ( l]) dicta sus fallos, fundados en el artículo 66 (1 ) . 
que son "definitivos e inapelables" (artículo 67). 

''En los casos de extrema gravedad y u rgencia, y cuando se haga nece· 
sario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que 
esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que con~idere per­
únentes. Si se tra~:ara de asuntos que aún no estén sometido~; a su conoci­
miento, podrá. actuar a solicit1.1d de la Comisión" (arrículo 63 [2]). 

Mecanismos informales 

Entre los 1necanismos informales de pro tección y garantía frente a vio­
laciones de derechos humanos, se encuenrran las o rganizaciones no gu­
bernamentales de defensa y promoción de tales derechos. Las careas que 
realizan escas instituciones son múltiples: difusión, asistencia jurídica, 
orientación e interconexión con organizaciones similares. 

3.2 Protección constitucional, en nuestro sistema legal, 
de los derechos fundamentales relativos a las personas 
con sufrimiento mental 

En esta área, los derechos funda mentales de los pacientes mentales po­
seen vigencia constitucional y fundan la protección jurisdiccionat.·10 

49 Instrumentos interuacionales con rango conslicucional: 1) Declaración Americao.a 
de lo~ Derechos y D~beres del Hombre; 2) DUDH, artículos 2, 3, 7, 9 , 12, 13, 16, 21. 23, 25, 
26; .3) CADH ( o Pacto de San José de CosLa Rica), anículos 1: 7, 11, 17, 19, 22, 24; 4) Pl­
Df.SC, anículos 6, 7, 9, 10, J 1, 12, 13; 5) PlDCP. anículos 2, 3, 9, 10, 12. 13, J 7, 23, 25, 26; 
6) Protocolo Facuh:ativo dd Pacto cirndo en el inciso preccderHc; 7) Convención robre la 
Prevención y la Sanción del Deli to de Ceno<.:idio; 8) Convención In:ernacional sobre la EJj. 
minación de toda~ las Formas de Dlsc:riminación Racial; 9) Convención lntern:~cional ~o­
bre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, arú<:ulo 12; 10) 
Convención contn.1 la T ortura y 01ros T1-atos o Penas Crueles., Inhumanos o Do:gr,uhntts; ll ) 
Convención sobre lo$ Derechos del C\"iii.o, arúculos 2, 12, 16, 24, 25, 26, 28, 3i (a~:r. 75, inc. 22 
de la Constiroción Nacional). 
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• La persona: complementando el régimen jurídico de la persona re­
gulado por el Código Civil argentino, los uatados establecen el de­
recho al rcconocimiemo de la personalidad juridka. 41 

• Derecho a la dignidad: la dignidad del hombre aglutina tOdos los 
restantes derechos fundamentales (derecho a la libertad, a no ser so­
metido a tratos inhumanos, crueles o degradantes, a no ser discrimi­
nado, a la intimidad, el honor, etcétera). Quedan, así, protegidos el 
respeto a la honra y el reconocimiento de la dignidad.42 

• Derecho a la vida,43 derecho a la libertad y seguridad personales,4·1 de­
recho a la integridad pel'3onal y al ttato humano,45 derecho a la salud.4fj 

• Derecho a la intimidad, honra y reputación: se establece que "na­
die puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su corresponden­
cia, ni de araques ilegales a su honra y repuración".47 

• Derecho a la igualdad y a la no discriminación.48 

3.3 Protección de los pacientes con padecimientos mentales 
en los códigos y leyes argentinos 

3.3. 1 En el campo penal 

El Código Penal Argentino regula la inímputabilidad (articulo 34), la 
privación ilegítima de la libertad (artículo 141), su agravación (artículos 

41 IJUIJH, artículo 6°, PIDESC, artículo 16, CADH, artículo 3~. 
4'l CADI-1, artículo 11 ( 1). 
43 DUDH, ardculo 3, PIDCP, artículos (}.1, (}.2, 6-3, 6-4-, CADH, artículos 4-1, +2 . 

• M <li pu~~· artículos 3. 9 y 11, PIDCP, ar:.ÍC~l!os 9-1, 9-2, 9-3, CADH, artículos i-1, 7-2. 7-
3, 1-4, 1-5, 1·6-. 

45 DUDH, artículos 3 y 5, I'IDCP. artículos 7, 10-1, CADH, artículos 1, 2. 
ió La DUDH dispone en e! anículo 25 que: "l. Toda person~ tiene derecho a un nivel 

de vida adecuado que le asegure a él mismo, así como a su familia, la salud y el bienestar, y 
en especial la alímenQción, el vestido, la vi~ienda,la asisten<:i;; médica y los servicios socia­
les necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, in­
validez. viudez, vejez y otros c<Bos de pérdida cle sus medios de sub!>istencía por circunscn­
cías independientes de su voluntad." El PIDESC establece en el artículo 12 que: "l. Los 
Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disffutc del 
más alto nivel po~ible de salud fisica y mental." 

47 Convención Americana sobre Derechos Humanos -artículo 11 ,2-. En el mismo 
sen t.ido, la Declaración Universal de Derechos Humar. os -a.rtículo 12- y el Pacto In terna­
ciónal de Derechos CivilE's y Políticos -articulo ! 2. 

4~ La DUDH señala que "Todos son iguales anre la ley y tienen. sín distinción. dere­
cho a igual protección de la ley. Todos tie•1en derecho a igual protección contr::~ toda 
discriminación que iufrinja esta Dedaraciün y con e fa toóa provocación;¡ tal discrimina­
ción'' -artículo iQ. 
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142. 142 bis, 143, 144, 144 bis), el ejercicio ilegal de la medicina (artículo 
208, inciso 11') , la revelación injustificada de secretos (articulo 156). 

De su lado, el Código Procesal Penal de la Nación (local) enumera las 
medidas de seguridad (arúculo 511). 

3.3.2 El llamado "demente" en el Código Civil argentir.o 

El Código Civil argentino regula la calificación del así llamado "demen­
te" (calificación legal de la enfermedad mental), estableciendo que care­
cen de capacidad para obrar "las personas que por causa de enfermeda­
des mentales no tengan aptitud para dirigir su persona o administrar sus 
bienes" (artículos 141, 142) y determinando los mecanismos para la decla­
ración judicial de demencia (artículos 143 a 148). 

3.3.3 Internación psiquiátríca involuntaria 

El texto original del Código Civil regula la internación forzosa. Vélez 
Sarsfield sabiamente dispuso que: "el dem~nte no será privado de su liber­
tad personal sino en los casos en que sea de temer que, usando de ella, se 
dañe a sí mismo o dañe a otros. No podrá tampoco ser trasladado a una 
casa de dementes sin autorización judicial" (artículo 482). 

Pero a este articulo, al modificarse por el dccreto-fey 17.711/68, se le 
agregaron dos párrafos. El primer párrafo adicional dice que las "autori­
dades policiales podrán disponer la internación, dando inmediata cuenta 
al juez, de las personas que por padecer enfermedades mentales, o ser al­
coholistas crónicos o toxicómanos pudieren dañar su salud o la de terce­
ros, o afectaren la tranquilidad pública. Dicha inte rnación sólo podrá or­
denarse, previo dictamen del médico of1cial." En el texto hoy vigente, se 
amplió considerablemente el espectro probable de reclusiones, puesto que 
figuran ahora los insanos, los perturbados mentales y los adictos no sólo 
por su potencialidad dañosa respecto de sí o de terceros, sino por la posi­
ble perturbación de la tranquilidad pública, o por su necesidad compro­
bada de someterse a un tratamiento.49 

El legislador omitió fijar un plazo para que las a1.:toridades comunica­
sen la internación al juez. Estas omisiones, señala Cáx:denas en una obra 
pionera, fueron fata.les porque "en la gran mayoría de Ios casos, la policía 

411 En este contexto los adictos que pueden ~er llevados coactivamente a un manicomio 
por su problema. ( Kraut, Alfredo J., !Us~U<~IliJi..-iad Cíuil de lvs Psi:¡uiaf.ms, Buenos Aires, La 
Roe ca, 1998, p. 392 y ss. ) 
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acluaba a título de colaboración c()n un familiar, y no se consideraba res­
ponsable de la internación. No daba, p ues, cuencas al juez. Sin embargo, 
en el hospital la persona figuraba como internada por la policía, y no se au­
torizaba su egreso hasr.a no recibir una orden judicial que nunca llegaba, 
porque ningún juez estaba enterado de la internación [ ... ) En los pocos ca­
sos en que se iniciaban actuaciones escritaS ante la justicia, los jueces no la:; 
impulsahan de o ficio", ni amtlaban la intern ación policial. De este modo, 
el institucionalizado nunca llegaba a egresar, 5° y quedaba d efinitivamente 
"hospitalizado" sin justificación y al margen de toda legalidad. 

También se agregó, en la parte final del artículo 482, un segundo pá­
rrafo , cuyo texto dice: "A pedido de las personas enumeradas e n el art. 
114, el juez podrá, previa información sumaria, disponer la internación 
de quienes se encuentren afectados d e enfermedades mentales aunque 
no justifiquen la declaración de demencia, alcoholislas crónicos y toxicó­
manos que requieran asistencia en establecimientos adecuados", y orde­
na "designar un defenso r espcdal para asegurar que la internación no se 
prolongue rnás de lo .indispensable y aun para e;.itarla, si pueden presen­
tarle debida asistencia las personas obligadas a la prestación de alimentos~. 

De la simple lectura del texto legal reformado :se advierte que se ami­
rió regular la in ternación de urgencia (involun.taria), que continuó prac­
ticándose al marg en de la ley, "con el agravante de que su violación siguió 
trayendo aparejado su olvido total: se siguió tolerando la internación de 
una pe rsona a pedido de otra, aunque no mediara urgencia, sin orden ju­
dicial". El internado sólo podía egresar "cuando aquella persona que ha­
bía pedido la internación firmaba su conformidad con la externación".51 

Nada más arbitrario y com rario a la legalidad. 
1<:n síntesis, contrariando la norm a o riginal del texto de Vélez -rigu­

rosa en el control de legalidad- , el nuevo texto amplió el espectro de in­
ternables. Este nuevo esquema vulneraba las garantías procesales. Cual­
q uiera podía ser internado si los médicos lo disponían y un juez lo 
rarificaba. 

Una obra sobre el tema5~ señalaba que con la norma incorporada, ia 
labor de prevenir el ingente flujo de internaciones "legalizadas" quedaba 
bajQ control judicial. Pero la peculiaridad misma del régim.en de la inter-

50 Cárdenas, Grimsoo' y Álvarcz, El fu.icio de insania y la i:ntemaci6n psiquiátt-ica, Buenos 
Aires, A:mea. 1985, p. '1:7. 

51 Cárdenas, Grimson y ÁJvare1., cit., p. 48. 
, 5~ Kraut, Alfredo J.. op. cit., p. 392 y ss. Con idéntico sentido, Cárdenas, Grjmson y 

.'\lvarel, ap. til. 

1 
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nación llevó a que, en lugar de promoverse la protección y recuperación 
de los sujetos afectados, se provocó un aumento gradual de las redusio­
nes~:> basadas "únicamente" en una supuesta necesidad de tra!amiento fun­
dada en la aparente "peligrosidad'' del enclaustrado. 

El sistema legal y de salud mental manejaban al paciente a su arbitrio, 
por la carencia de derechos fundamentales de las personas internadas: el 
subsistema legal y el de salud mental .se articulaban de modo tal que la au­
sencia de legalidad en las instituciones ti.tera la regla, sin que los operado­
res jurídicos cuestionaran seriamente el problema.54 

El Código Chil necesitaba, pues, ser actualizado y reglamentado con 
el fin de regular la internación judicial y de urgencia, así como dejudicia­
lízar indispensablemente toda internación psiquiátrica no voluntaria. 

En este contexto, surgió el decreto-ley n9 22.914, sistema de controlju­
dic:ial de las ínr.ernaciones que impone deberes a los responsables del cum­
plimiento de los d~rechos de los internados. Su texto ~igue las pautas cons­
titucionales y constituye un esmerado criterio reglamentario del Código 
Civil, así como un instrumento legal para guiar las conductas de los pro­
fesionales de la salud mental y del sistema judicial. 

El nuevo instwmento legal prevé distintas circunstancias para la ínter­
nación (artículo 1º)- (i) por orden judicial; (ií) a instancias del propio in­
teresado o de su representante legal; (iii) por disposición policial; (iv) de 
urgencia. A la vez, se establecen los requisitos exigidos en cada una de 
ellas, señalándose -como rasgo común- la exigencia de un examen 
médico apenas producida la internación, y su comunicación inmediata al 
ministerio público y a los parientes del internado, o a otras personas que 
éste indique (artículo 6º). 

Los tipos de internación ~udicial, voluntaria, policial y de urgencia­
se reducen ti.nalrnen te a la voluntaria y a la judicial ( anículos 19 y 52 ), esta· 
bledéndose un mecanismo de con ~roL al)n en recll)síones por volunL."d pro­
pia o del representante legal (artículo 2º). En cuanto al papel jurisdiccional, 
es función de los magistrados fiscalizar y resolver preferencialmente los ca­
sos de cercenamiento de la libertad personai (articulo ll º).Asimismo, se im­
ponen plazos estrictos al asesor de incapaces --cada seis meses-- para verifi-

53 Da fe de ello el 1 Congreso ;.;acional de f>ro1.ección al Enfermo :Vf.ental, desarrollado 
en ocruhre de i983, en la facultad dt: Derecho v Cicucias Sccialcs de la UBA. 

54 Cfr. K.rau.l, Alfreuoj. y Diana, :--iicolás, La salud mental m la Ciudad de Buer.tJs .'\i1~s: 
i, Ün frrob!emc::. de interpretación judicial?. Lexis-t-;'exis,JA 2002-IV, fascículo n•. i, ) 3/ i l/02, 
p. 15. Véase wnhién, Tobía8,josé W., "u. internación y ext~:rnación de quienes tienen 'pa· 
decimientus mcntaies'" y la ley N2448 de Salud :Vlem,1..1 de la ciudad de Buenos Aires", La Ú!'J• 
2003-B, 1388. 
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carla evolución de la salud del paciente, sus condiciones de alojamiento, el 
régimen de atención, y el cuidado personal y profesional que recibe, infor­
mando esos datos al juez ínteniniente. 

Esm normativa, aplicable por un lado en el ámbito nacional, 55 y por el 
otro, en la entonce:s Capital federal y en los territorios nacionales, 56 no pre­
sentó mayor complejidad hasta el momento en que se reconoció constitucio­
nalmente la auwnomía de la Ciudad de Buenos Aires. Surgió allí la necesi­
dad de una ley local de salud mental, que fue sancionada en cumplimiento 
de lo establecido por el Estatuto Organizativo de la Ciudad Autónoma de 
Buenos i\..ires en su artículo 21, inc. 12, donde se preconizaba la desinsritu­
cionalización efectiva de los enfermos mentales: en la práctica, y desde una 
perspectiva ideológica, tal medida equivale a la desmanicomialización.57 

3.4 Legislación nacional y provincial sobre salud mental 

En la Argentina no existe, en la esfera nacionai, una ley marco de 
salud mental y derechos humanos de los usuarios. Si bien existen pro­
yectos, el único que se concretó es la ley n!! 2"t.42l, que permanece sin 
reglamentar. 

En el nivel provincial sólo puede hablarse de leyes de salud mental 
en Río Negro,58 Santa Fe, Entre Ríos, Córdoba, San Juan y la Ciudad de 

;,; Artículo 482 del Código Civil. 
5'' Decreto·lev n• 22.914. 
s; Kcam, Alf~edo J. y Diana, Nicolás, op. cit., p. 15. 

~ 

;a La ley 2.440 (Río i'-iegro, 1991) establece en su artículo 1": "La Provincia promueve un 
sistema de salud que atendiendo a la entidóld cota! y plena del ser humano, garanlicc eltrata­
mienco y rehabílilac.ión de las personas de cualquier edad con sufrimiento meo la]. Los escablc­
cimienlos públicos y privados, los profesionales en el ejercicio priv«do de !:.es ciencias de la salud 
relacionados con la atención y tratmniemo de las personas con sufrimiemo mental, deberán 
cwnplimemar el régimen establecido en la presente. Queda prohibido la habilimción y funcío­
namíento de manicomios, ne•lrop.•if!uiátricos, o cualquier Nro equivalente, pnblico o pri~-ado, 
que no se adecue a los principio~ individualizados en la presente ~y". En Brcil, el conocido 
proyecto Paulo Delgado ( 1992) aprobado por la Cámara d.e Di?utaclos de ese país -pero nun-

ca rr1~mdo 1por. el1Sedna~~· i~p~~b~ ~a plarog¡-ehsi~ba ~~:sapad rición d: los m.anihcom~os1y alelanmba '1· 
rres meas >acta a esmsutucton.uractou: pro 1 taon e cou.5c.ruu· nnevos ospna es y pro-
hibición de la administración ptiblica cie contratar o financiar lluevas camas en bospilales pri-
vados. El diputado Delgado, al fundar la ley. hace um: defens:~ t~órica del modelo amimanico-
míal y postula la conveniencia de instalar servicios alternativos del hospicio, más humanos y 
menos esligmatiY.antes. Propone una sustitución gradual de las camas hospicalarias por servicios 
adecuados extnunuros y por mecanismos ,;gídos de coucrol de la admisión coacóva. Lamenta-
b!ememe, la ley 10.216, del6;VOI (DispfJc ~obre oprv{ef.áoe os direit~~< da.spessMI prma.dqrc..s tú mms· 
tCW7UIS mmlaü e ·redireciana o mnde[l) assistent:ial em. saúdt mental), si bien e$ garautisca en el sentido .·1 
de nuestra ley 448, no ha s~guido el proyecto original del di?ucado Paulo Delgado. Sobre el te· 
m:~, véase Kraut, ,\JfredoJorgc, Asprxtas narmatili'Js dt: la atmá6n priquiátricc, op. ál., p. l 6. 

J 
:1 
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Buenos A.<\.ires. AJgu nas consideraciones sobre el problema de su efe<: tivo 
cump limiento se analizan e n la segunda parte de este capítulo. 

C~•atro provi ncia-; cuenmn, además, con anteproyectos de ley enla ma­
teria (provincias de Buenos Air es, Mendoza, Chubut y Cammarca); en la 
provincia de La I~oja, un anteproyecto de ley de salud mental fue vetado, 
y otras doce prmincias carecen de ley al respecto, según lo indican los da­
tos de la úl tima inves tigación realizada por la Unidad Coordinadora Ejecu­
tora de Salud Mental y Comportamiento Saludable del Ministerio de Salud 
de la Nación, entre los años 2002 y 2003. 

3.4. 1 La ley N° 448: un problema de cumplimiento 

La reciente ley porteña de salud mental n11 448,59 '!tte sigue los manda­
tos de la Constitución Nacíonal, de la Constitución de la Ciudad (artículo 21, 
in c. 12) así como de la Ley Básica de Salud (ley 153), define los derechos 
humanos y las garantías de las personas asistidas por s:Js dole ncias menta­
les. El nuevo texto legal de Buenos Aires, evidentemente progresista, re­
chaza conceptos discriminatorios, así como la estigmatización y/ o exclu­
sión de personas con padecimiento psíquico. La propuesta apunta a 
deshospitalizar a la población del sistema de salud mental de la ciudad, y 
a que se concreten prácticas transformadoras, como también a erradicar 
el m ito de la peligrosidad del enfermo mental y la potestad de e ncer rar 
compulsívamenre por una simple indicación médica. En suma, pretende 
restituir a este grupo vuln erable sus derechos de ciudadanía. 

Susten ta, igualmente, la tendencia expuesta en la ley q ue rige la inter­
nación en establecimien tos asistenciales de la Capital Fede ral (dec¡·eco-ley 
no 22.914) y establece conuoles tendientes a evitar cualquier reclusión psi­
quiátrica arbin·ar ia o injusta, verdadera de tención encubierta.6° Como se 
dUo en la introducción de esta secóón , los usos abusivos del aislamiento y 
el restmínt, sin los debidos controles, son riesgos mayores que es preciso 
corregir mediante tutelas adecuadas.61 

Por lo demás, las reformas establecidas por la ley en cuanto a la inte­
gración de equipos multidisciplinarios de sal ud mental, equiparando je-

'.!1) L 1 ley nP 448 fue sancionada en la Ciudarl Au tÓnoma de Buenos Alres en j u lio de 
2000. 

60 E.s aquí donde cabe mostrar especial cuidado. El debido proceso. en sus versiones 
sustantiva y adjetiva., no son bienes o derechos trans::.blts, menos aún ~ustituibles por la d is­
creci? nalidad cienlífica y/o técnica de un equipo profesional. 

"' Barrios l'lore~. Luis Fernando, ''Coerción en hiquiau-ía", An. hiquiallia (Madrid), 
vol. 19. n2 2, 2003, pp. 55-63. 
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rárquicamente los títulos de grado - sin desconocer las in cumbencia..-­
generó grandes ri~pideces, enfren tamientos, denuncias y am paros in ter­
p uestos para evitar que profesionales de sal ud menml que n o son médicos 
pudiesen ocupar cargos de conducción . 

Estas con troversias, expresadas marginalmente, condujeron a que pa­
saran más de cuatro años antes ele la r eglame ntación d e: la ley, e ntre otras 
causas, por los mencionados intereses sectoriales. Y los pacientes, e n tan· 
to, siguieron esperando por sus derechos fu ndamentales.62 

Sin duda, la ley puede merecer algunas críricas y, como todo texto le­
gal, es perfectible. Su cumplimiento, 5in embargo. resul ta básico p ara 
transformar el siste ma actual. 

En julio de 2000, en un co mentario sobre la ley, nos referimos a los 
problemas generados por su aplicación, a su conjeturada co lisión con el 
text<) del Códig<> Civil y, en especial, con el decreto--ley 22.9 14, así como 
también a la obligada exigencia legal de que se proced iera rápidam~nte a 
su reglamentación .l.i3 Esto h izo, porfin, el j efe de go bierno , Anihal Iba rra, 
al suscribir el decreto n 2 fi35 (22/04/04), por el que se ap robó la regla­
m en tación, q ue provocó fuertes oposiciones imernas y ex ternas. 

Más reci~:ntememe, la asignació n de recursos a la refacción ele institu· 
cioncs de salud mental morivó, de n uestra parte, otra n ota periodística 
donde se señala ba que no era ésa la finalidad de la ley 448, y se suge ría 
q ue paralelamen te se destinaran tam bién fondos a darle co mienzo de 
cum plimiento al propósito de cleshospital ización . La nota suscitó la inme­
c\iata respuesta de un funcionario o ficial. M 

En lo inmedia to, es necesario , sin d uda , mejorar las condiciones de 
hospitalización de los pacientes men tales. Sin embargo, con tal mejora, el 

62 "Las d iscusiones marginales afectan el <ema n uclear de la atención de la salud men· 
tal . L1 rehabilitacíóu ~la re inse rción de miles de personas no puede n, empero, hallarse su· 
pedi tadas a d isput.aS entre grupos: la cuestión clave es en to nces determinar cuál es el nivel 
de acceso a la r.utela jud icial d e personas cuyo única fa lta es patlecer u n males tar psíq uico" 
(.Kraut, Allred oJ., '"Salud mer,tal: una ley a favor de los paci<:nt~ ·. ClaJin, 27/12/02 . Tribu· 
ua abierta, p. 27) . 

G3 La le¡> 448, como especificación de la ley 153 de Suiud Me r!!.al de la Ciudad Autór.o­
ma d e Buenos Aires, no ha derogado el régimen implemen tado por el decreto-ley 22.914, 
po rque ambas normativas -la p rimera local, la segunda federal- no ~e contraponen sino 
que constituye n un cuerpo - au nque h e terogéneo-- cuyo propó sito es la protección de 
quíene.~ úcnen a fee cad a su salud mental. K.raut, •\lfredo J. y Diaua , !':ico lás, La Salud Mlfnial 
en la Ciudad de Bwmos ,1ires: ¿Un prob&.ma de interpretación judicial?, of>. cil., p. 15. Véanse tam­
bién, Tobías, J osé W., L:;. interna ció;: 7 cxtm:acion á6 quienes timett "padecimientos menta le.~~ y io 
Ley N '<448 de salud mmt.al de la ciudad !k Buenos .!li res, La Ley, 200?>-B, 1388. 

&1 Kraut, Alfredo J.. •"J.>acientes mentales, en el olvido", CÚlnn, 26/07/ 04. p. 25; Stero, 
Al fredo, "Soluciones para la sallld m~·nr.al", aa,·in, 4/8/04. 
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Estado, garante del pleno ejercicio de los derechos indi.,.iduales básicos, 
parece d.irigirse en un solo sentido, el de fortalecer el hospiralismo, paté­
tica condición descaliftcada por científi<.:os y expertos. 

Entonces, habría que iniciar inmediatamente, en cumplimiento de la 
ley local n 2 448, la creación de una red de servicios y de protección social, 
cuyas normas generales y reglamentación van precisamente en sentido 
contrario, hacia la deshospitalízación.65 

Fundamentalmente, la ley 448 y su reglamentación tienden a alentar 
la desinstítuCíonalizacíón, la rehabilitación y la reinserción social de los 
pacientes. Se oríenra a implanlar un sistema de prevención, promoción y 
protección de la salud mental, propone transformar el actual modelo hos­
pitaloeéntrico y favorecer iniciativa!) que lleven a prácticas comunitarias 
(liben:ad con dignidad). 

Sin embargo, ley y decreto son aún desconocidos por la mayoría de los 
profesionales, la comunidad y, especialmente, los usuarios. Así y todo, a 
más de las críticas emanadas de algunos sectores "psi" por el tema de las 
jerarquías protesionales, se recurrió a la justicia (amparos), buscando la 
inconstitucíonalidad ele la norma y la esterilización del texto legal. 

Los destinatarios de la tutela, personas afectadas por prohkmas men­
tales, limitados en su posibilidad real de reclamar, son olvidados. Para la 
comunidad, desinformada, no existen, están intramtlros. Y ahora, en lugar 
de tender, al menos, a deshospilalízarlos, se contraen deudas estatales pa­
ra "mejorar edíliciamente'' instituciones que evocan encierro, maltrato, 
desesperanza. 

~:s el motivo para defender el cumplimiento de la ley 448. Su deroga­
ción o declaración de inconsritucíonalidad signiftcarían un amargo retro­
ceso. Los usuarios del sistema, ciudadanos virtuales, siguen enclaustrados, 
'rÍCtimas de la ideología manicomial. 

4. Conclusión áe esta primera parte: lo inmediato, 
indispensable 

:"ino enseñaba que "la democracia requiere la observancia de las nor­
mas que han sido sancionadas por la regla de la mayoría luego de un pro­
ceso de discusión. En definitiva, la anomia que marca nuestra vida social 

6
'' L'\ Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aire~ ordena " ... la dcsulstitucionali­

u.ción progt·c~iva creando una 1 ed de servicios y de protección social'' (aróculo 21, pru-r. n• 10). 
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y expli<.:a en parte nuestro sHbdcsarrollo es una deficiencia en la materia­
lización de la dem ocracia". Para supera r esta tenden cia a la ajuridicidad, 
es preciso cumplir "el p roceso de deliberación pública que es consustan­
<.:ial a la democracia ".66 En este sentido su cátedra era: "Que la ley se dis· 
cuta, en suma, pero que se cumpla". 

Es en estos té rm inos, y en el marco de un derecho p rotectorio en ex­
pansión, donde reaparece nue!>tro destin atario de tutela: una persona, su­
j eto de derechos, men tal y em ocionalmente afeccado, juríclícamen te frá­
gil, en manos de un sistema sanitario altamente medicalizado, relegado 
por gran parte del si:; tema jud icial y cuya existe ncia, en muchos casos , 
transcurre intn•muros, encer rado durante décadas por una sociedad qu e 
debiera cuidarlo. 

Va de suyo que esa persona desconoce J¡¡s nor mas que lo amparan, sus 
derechos y su aplica bilidad. 

Cuando se trata de pensar la idea de igualdad fo rmal fren te a perso­
nas que exhiben desventcya:;, e l Estado debe obligarse a ejecutar acciones 
que remedien dicha desigualdad . Y es oportuno recordar que una "comu­
nidad reduce los riesgos de ignorar o pasar por al to la consideración de 
ciertos intereses relevantes, dejando que Jos propios afectados tengan la 
o po rtunidad de hacer uso de la palabra y de explicar a los demás por qué 
sostienen la posición que sosúene n".67 Se trata de impulsar que los que ca­
rece n de voz empiecen a tener una prese ncia real en este proceso en el 
que todos opinan menos quienes fina lmente debe rían decidir. Es ras faJen­
tías fortalecen la idea de que haya otros que decidan por estos colec tivos. 

Un sistema crecien temente injusto - víctima de las limitaciones socio­
polí tica~ y legales- está, de hecho, al margen de la legalidad. 

66 Ni no, C;;rlos S., Un ptJís al rnarge11 de lcz l.ty. F.s!udio dt la t!11omia coma componen u del 
.¡ ubd~sttrro/,W a~gtmtinll, Buenos Aires, Em~c.é. 1992, pp. 272-273 . 

57 Gargarelht, Roberto, "Constitución " Democr:tcia", u ,?·echa Com.lti tuciQlU!l, Univer.;i· 
<.l;~d rle Buenm Aires, ';!004, p. 8:\. 



Las personas con sufrimiento mental ante la ley y tos dere(hos 531 

Segunda parte 

El sufrimiento mental en contextos de crisis: la emergencia de 
políticas públicas articuladoras 

1.1ntroducción 

... la autonomía de l()S indittiduns es 
inconcebib~ sin la autonomía de la colectividad. 
Hay UM primera condición r .. ] uno tiene que ten!ff 

la pruibílidad efectiva de participar 
en la JOrn!ación dela ley (de la institución). 

C. CASTORIADJs68 

Como mencionamos en la introducción de este capítulo, el significa­
tivo aumento de los niveles de pobreza e indigencia que ha ido producién­
dose durante los últimos años en Argentina, es una de las causas principa­
les del aumento de sufrimiento en la población. Si bien el sufrimiento no 
es una variable que pueda cuantificarse, existen datos concretos y cotidia­
nos que certifican esta afirmación. 

Durante los períodos interfase entre los períodos de crisis social y ec~ 
nómica que vivió el país en las últimas décadas, el problema en salud men­
tal parece un problema inv:isibilizado. Luego, las crisis estallan y el sistema 
de salud no es suficiente a contener la demanda. El solo análisis de los ac­
tl.!ales :ndicadores sociales permite suponer la dimensión de esa deman­
da, los efectos devastadores que se han producido en la salud mental de 
la población, en tanto ésta se relaciona íntimamente con sus condiciones 
de vida. 

Si hablamos de sufrimiento, hablamos de sufrimiento mental y, por lo 
tanto, del aumento de síntomas psíquicos y la prevalencia de determinadas 
enfermedades asociadas con la pobreza, la desocupación, la ausencia de 
proyectos y de futuro, la desesperanza y la desesperación. Todo ello incre­
menta la necesidad de atención en salud por parte de la población, nece­
sidad que desafortunadamente no siempre deriva en demanda, ya que só­
lo unos pocos pueden solicitarla efectivamente. Hay menor demanda de 
asistencia y mucho menor aun antes de que ésra. derive en una urgencia. 

fjS Casooriadis, Comelíus, ¡.;¡ avm1ce<k la insignijir..a11cia, Buenos Aires, Eudeua, 1997, p. 274. 
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Las políticas económicas que promueven la exclusión y la violación 
de derechos sociales no se caracterizan, precisamente, por atender y con­
tener los efectos que generan en la poblacióu. Más bien, su aplicación 
d esalienta y desmantela la implementación de políticas que atiendan las 
necesidades de la población en su conjunto, y en especial, las necesida­
des de quienes resultan más afectados por estas medidas. Las políticas en 
salud no escapan a esta consigna. En el caso específico de la salud men­
tal, la ausencia de claras políticas y estrategias es evidente. En este senti­
do, no existen datos estadísticos eu el nivel nacional en relación con la 
salud mental y tampoco protocolos comunes para el relevamientO d e es­
tos daros. 

Si no se cuenta con registros estandarizados, resulta imposible realizar 
los consecuentes análi6;s que posibilitarían la fo rmulación de programas 
en salud mental que atiendan a las necesidades concretas que la población 
plancea a través de su demanda en los hospitales, o la detección de las ca­
r·..tcteristicas y urgencias específicas de cada una de las comunidades en las 
que desarrollan su tarea los agentes de salud. Del mismo modo, resulta 
imposible defin ir cuáles son las prioridades en el presupuesto destinado a 
salud mental. 

Por o tra parte , y tal como hemo~ kído en la primera parte de este 
capítulo, cada provincia tiene su pl'Opio marco jurídico para la salud men­
!Al, con perspectivas muy diferentes entre sí (por ejemplo la Ciudad de 
Buenos Aires y la~ provincias de San Lui~ y .Rio Negro han prod1.1cido, ca­
da uno en su momento, planes en salud menatl que han significado un 
progrc~o en relación con políticas anteriores más conservadora:;, pero no 
ha sido así en todas las provinóas) . 

¿Cóm<) desarrollar polí tica~ que tomen en cuenta el derecho a la sa­
lud, si se diseñan desde supuestos, quizá sensibles y preocupados, pero ne­
cesariament~ intuitivos por no contar con la información necesaria para 
su producción? 

2. Breve análisis de contexto 

El aumento significativo del sufrimiento psíquico como causa princi­
pal de morbilidad en el nivel mundial (en especial el cuadro de depresión 
mayor unipolar) proyec.tado para el año 2020 y relcv-ctdo por la Organiz.a­
oón Mundial de la Salud en 2001, así como el incremerHo de las enferme­
dades cardíacas -también ligado en algunos casos con causas psicológi­
cas- , debiera establecer un alerta e n el nivel nacional respecto de las .:.· .... · 

. -. · ... ~;~ 
·::. -: 
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políticas de atención primaria que eJ Estado debe contemplar. 
En Argentina, para tomar sólo algunos datos significativos, según un 

informe de Asociación de Psiquiatras Argentinos (APSA), en el primer tri­
mestre del 2002 las consultas psiquiátricas habían crecido casi 300%. En 
la pro11incía de Tucumán, la directora provincial de Salud Mental, Maree­
la Lernaitre, informó sobre un 30% de aumento en las consultas de salud 
mental en el sistema público, para el mismo período. Algo similar ocurre 
en Mendoza donde las consultas en los neuropsíquiátricos se incrementa­
ron entre el 20 y 25%. 

En Córdoba, en lo que va del año 2004, el director de Salud Mental de 
la provincia, Osvaldo Navarro, plantea que más de un 50% de la deman­
da en los centros periféricos sanharios de la capil.al cordobesa, está rela­
cionada con problemas económicos y de vivienda, como consecuencia de 
la pérdida del trabajo o la inestabilidad laboral. 

F.n este sen tí do resultan particularmente significativos los datos apor­
tados por Toniceli y Barcala,60 ha!>ados en datos de la Dire:cción General 
de Estadísticas y Censos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, se­
gún los cuales, en el Hospital de Emergencias Psiquiátricas Torcuaw de 
Alvear, en el año 1995, una de cada cuatro consultas que se realizaba en 
consultorios e.xternos era una urgencia. Luego, el 1999 la relación pasó a 
ser una de cada dos consultas. En d Hospital Borda en el año 1995 una de 
cada 27 consultas en consultorios externos era una urgencia. En 1999 la 
relación es una de cada siete. Podernos suponer, y lo~ hechos cocidianos 
no lo desmienten, que esta tendencia se mantiene ha:;ta la actualidad. 

Estos datos no sólo ponen en evidencia el deterioro general en la sa­
lud mental de la población en los últimos años, sí no que además -y pre­
dominantemente- ofrecen una eviden.cia respectO de la ausencia de es­
trategias de atención primaria y secundaria que tiendan a prevenir los 
cuadros agudos, las urgencías y finalmente las solucioues institucionalizan­
tes. Además, pone en evidencia que cada vez más la población accede a la 
atención en salud mental cuando ya probablemente no ~ueda orra alter· 
nativa que la medicalización y/o la internación en un hospital psiquiátri­
co o en un servicio de psicopatología. 

En el marco de la construcción de esirategias y propuestas para la for­
mulación de una política en salud mental, el Ministerio áe Salud y Am­
biente de la Nación pone un acento fundamental en !a creación y esrímu-

1' . 69 Torriceli, Flavia; Barcala, Alejandra, "Epidemiología y Salud Men::al: un an:ílísis im· 

i
: posible para la Ciudad de Buenos Aires", Revista Vertcx, vol. XV, n~. 55, marzo-abril-mayo, 
. 2004, p. 16 . 

. 

~ 



534 CELS 

lo de redes comunitarias en íntima articulación con las estrategias de aten­
ción primaria. Y, sobre esa base articuladora, propone la reformulación 
de las instituciones psiquiátricas y asilares. Celebramos el eje articulador, 
pero no podemos dejar de señalar, si queremos tener un cuadro acabado 
de ta situación actual, que tal consigna parte del necesario reconocimien­
to de que, actualmente, no existen en el nivel nacional políticas de pro­
moción y prevención en el campo de la salud mental con apoyo comuni­
tario; tampoco funciona una red interjurisdiccional única de recursos y 

efectores de salud mental por niveles de complejidad creciente. Resulta 
en este sentido urgente un verdadero estímulo a la construcción de redes 
sociales que trabajen juntamente con el sistema de salud en el armado de 
estrategias de rehabilitación psicosocíal. 

3. Políticas en salud mental: modelos y recursos 

Están aún ausentes en nuestro país, políticas que promuevan la revisión 
crítica de los modelos tradicionales de asistencia, la transformación de las ac· 
tuales instituciones asilares y psiquiátricas, la descentralización de los servicios 
y el desarrol!Q de estrategias de reinstitucíonalización y 1 o desinstimcionaliza­
ción de la atención. Tampoco existen en el nivel nacional políticas de capaci­
tación en salud mental que privilegien la atención primaria y las intervencio­
nes comunüarias. Aún está pendiente la construcción de un sistema de 
vigilancia epidemiológíca en salud mental que posibilite establecer díagnós-;. 
ticos actualizados sobre prevalencia e incidencia de enfermedades mentales. 

Resulta crucial comenzar a trabajar en políticas de sensibilización de 
la población para generar reales posibilidades de revisión de significacio­
nes estigmatizadoras y discriminatorias sobre la locura, promocionando 
la participación de los diferentes actores implicados. Es fundamental apo­
yar, a través de políticas nacionales, las acciones y programas de rehabili· 
tación psicosocial que promuevan la inclusión social de las personas con .·· 
padecimiento mental. Finalmente, de lo que se trata es de construir las ba· / 
ses, mulriactoral y multisectorialmente, para contar con una Ley Nacional: ; 
de Salud ~lenta!. :::::::· 

Se corre el riesgo de que las estrategias de las autoridades sanitarias ( 
terminen siendo "letra muerta" miemras no se articulen con medidas in·{· 
termedias para llevar adelante un plan de desinstitucionalizacíón. 

No se nos escapa la compiejidad que se pone en juego: el aumento en : . 
la exigencia <le presta<: iones en salud mental dirigida al subsector público : 
se debe, sin duda, al deterioro de la salud mental de la población, a la im· :· . 

1 
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po~ibilidad de acceder a la atención en salud en los subsectores privado v 
de obra social debido al desempleo, a la ausencia de polítjcas de atcnció~ 
primaria, determinantes que no competen sól(> a1 fracaso en el diseño de 
política~ en salud rncnt~l (pe ro que deberían tomarse en co nsideración 
c~n el diseño de polí ticas) . 

.En r elación con los recursos disponibles, en el nivel mundial, a pesar 
de la alta prevalencia de los trastornos mentales como causa de morbili­
dad {12%) , el presupuesto en .salud mental es menor al 1%.70 

En d caso de la Argentina debemos analizar qué recursos ofrece el su~ 
sector público para atender la demanda de atención en salud mental. Por 
los datos relevados ni siquiera podríamos decir que la insuficiencia de las 
prestaciones se debe a problemas presupuestarios. Veamos. 

Según datos dellNDEC71 en el año 2001 el consumo de psicofármacos 
creció con respecto al año 2000 un 16%, siendo e l grupo farmacológico 
con mayor crecimiento. En el año 2002 el crecimiento fue tan importante 
(17%) que el grupo far macológico de psicofármacos lideró las ventas de 
todos Jos grupos. En el año 2001 las benzodíacepinas, que poseen propie­
dades ansiolíricas, sedantes e hipnó ticas, estaban en segundo lugar en las 
ventas, después de fármacos como la aspirina. Pero en el año 2002 pasaron 
a estar en primer lugar con 102.761.070 pesos en ventas, con un aumento 
registrado entre estos dos años de un 35,06%. También los antidepresivos 
tuvieron un incremento en venws de un 14%. Seguramente parte de estO$ 
gastos ha sido financiado por el subsecror público. 

Por otra parte, a partir de datos obtenidos sobr e el movimiento de 
atención de pacientes del Hospital Borda -según datos publicados en 
1996 y actualizados en 2002, sin mayores modificaciones-,7~ en un estu­
dio de relevamiento de los 1270 internados, ;3 se estableció que: a) el 
36,87% de los pacientes estaba en condiciones de alta (20% eran pacien­
tes internados por motivos sociales); b) e\23,84% estaba en condiciones 
de ser trasladado; e) un .porcentaje de 21,55% estaba ausente con permi­
so de salida. Es decir que más del 82% de los pacientes estarían en con­
diciones de ser externados. 

Según el mismo estudio, entre julio de 1996 y el mismo mes del año si­
guiente, el costo de cada paciente por día es de 68,2fipesos, es decir, 2047,8 

70 Torrícelli, Barcal;¡, op. cit . 
71 l~iDEC, Salud Jimta4 pvJ_¡¡Q del siglo, disponihlc en T.lternec <WWW.Bucufuen te.com>. 
~ Matcrazzi, Fernánde1. Amal!n. Scpich, "Info rme d el prcsupueslO y comrol de ges-

tión", J996, cil.:ldo por Meudes, A. De-rechos humanos en institucifml!s f!tiUicas. 
73 Del total pudieron ser evaluados só lo 9()5 pacientes, y<t qa.: los re~L1.Jltes 275 ll() $<: 

encontr .. ban e n d hospital . 
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pesos por mes. Es evidente, entonces, que no se trata de carencia de recur­
~s económicos, sino de una distribución tendiente a solvemar exclusiva­
mente las respuestaS psiquiátricas, y no las acciones de tipo preventivo. 

La imposibilidad de extcrnación de los pacientes psiquiátricos por cau­
sas de tipo económ ico, social o familiar es ampliame nte conocida, en tan­
to se trata de personas expulsadas del mercado de trabajo, sin red familiar 
de contención y sin ningún tipo de protección social que garantice y po­
sibilite su asistencia sin recurrir, como única opción a la prolongación de 
la internación . 

La ausencia de políticas de ate nción primaria no es, al menos aparen­
teme nte, un efecto del desinterés del actual gobierno nacional en imple­
mentarlas. En los documentos "Estrategias para una política en salud men­
tal " y "Propuestas para una p olítica en salud mental", del Ministerio de 
Salud y Ambie nte de la ]';ación, la atención primaria figura como uno de 
los p rinci paJes o bjerivos. 7~ 

Aümismo la reglamentación de la ley 448/04, Ley de Salud Mental de 
la Ciudad de Bueno~ Aires, significa un importanúsimo avance en el mar­
co jurídico que deberá dar lugar a :a elaboración de planes de salud que 
atie ndan las necesidades de la población, que garanticen estrategias inter­
medias de externación paulatina y pdvilegien la atención primaria para 
e'Vitar las internaciones en los ca::;os en que ello sea posible . Sin embargo 
debemos tener presente que varios artículos de ky se encuentran aún sin 
reglamentar, lo cual revela un trabajo pendiente en relación con esta nor­
ma. Otro p unto de importancia es que la asistencia en salud me ntal en la. 
Ciudad de Buenos Aires se halla sostenida en gran medida por el trabajo 
ad h0111lTem de Jos concurrentes. 

Con respecto a estO último, ampliar la red de servicios de atención pri­
maria en salud mental --que durante las épocas de crisis se encuentra de~ 
bordada- supone la presencia obligatoria de profesionales de la salud 
m ental e u las unidades ~anitarias, cosa que no ocurre. Iri1plica también in­
centivar la <:apacitación de promotores o agentes comunitarios territoria­
lc~ que panicipen en los cuidados de la salud mental. 

~o podemo:s d~jar de lado e l plan teo acerca de que las estra tegias 
en salud mental no pueden estar desprendidas de políticas sociales y eccr 

nómicas que aseguren el cumplimiento de es ¡u; estrategias. Y no sólo con 
r especto a los presupuestos destin ados a salud, a las prio ridades en la 

N ivlinisterio de Salud y Medio A.mbiente de la Nación, documentos •Estrategias p<lra 
una política en salud mental" y "Propuestas pard Utla polílica en sa lud mental", disponibles 
en Internet: <:\<>'\,-w.m;;al.gov.ar/hrmí~ite/salud_ment.al.asp> . 
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asignación de esos presupue~tos y a la atención específica de los efectos 
en la salud mental que producen los factores sociales y económicos, si­
no también al hecho concreto de que en un altisimo porcentaje de la 
población internada en los hospitales monovalentes, las externaciones 
uo pueden producirse, como hemos dicho más arriba, porque las per­
sonas no cuentan con un contexto familiar, económico o comunitario 
que pueda contenerlos en su vida extra hospitalaria. La ''solución" mani­
comial aparece entonces como la única no sólo ame :>ituacíones de 
emergencia psiquiátrica, sino ante situaciones sociales y familiares deses­
perantes. 

¿Implicará esto que debamos hacer una defensa de la atención 
manicomial, como modo de contención de este tipo de problemas? 

Sin duda, los pacientes que deben ser internados deben transcurrir su 
internación en condiciones edillcia~, alimentarias, de higiene, y por su­
puesto de atención médica absolutamente dígnas. 

¿Pero cómo atender a esta necesidad, y cómo detender al hospital pú­
hlíco, criticando al mismo tiempo la estrategia manicomíal como modo de 
abordaje de los problemas de salud mental? 

~o se ha insistido lo suficiente en las políticas específicas en salud 
ment"<~.) que e'viten la implementación de estrategias manicomiales y la 
superpoblac:ión en los hospirales psiquiátricos, y que tiendan entonces 
a construir nuevas significaciones sociales de la tocu.ra que se vayan ale­
jando de las tradicionales representaciones asociadas a las prácticas asi­
lares, de encierro, exclusión y cronificacíón del sufrimiento mental. De­
cididamente no se ha llegado a fondo en los recursos que el sistema de 
salud podría ofrecer para evitar las internacione~ y para hacer posibles 
las extnnacioncs que respondan estrictamente a razones clínicas, mien­
tras que las asociadas a problemáticas sociales sca:1 abordadas desde esa 
perspectiva. 

4. Estrategias efectivas sobre una base multiactoral 
y multisectorial 

Para plantear una estrategia en salud mental que integre la desímtitu­
cional¡z.ación como uno de sus pilares fundamentales, ésta debe ubicarse 
desde el inicio, articulando la atención primatia e:1 salud mental con las 
redes existentes en la comunidad para la creación de modelos alternati-
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vos locales centrados en dicha articulación. Entre estas estra tegias pode­
rnos mencionar a las cooperativas, los movimientos d e desocupados, los 
centros culturales, los emprendimientos auwgeslivos, que permiten dar 
vida a n uevas torma.s de organizació n social e integran a amplios sectores 
de la población. 

Las inter naciones prolongadas de pacientes con padecimien to men­
tal grave p rovocan el deterioro y cronificación de la patología, el aisla­
mie nto respecto de las redes familiares y sociales, la pérdida de la capaci­
dad para trabajar, el aislamiento. A ello se suma el maltrato institucional 
que hace a las malas condiciones edilicias, la mala alimentación, etcétera. 
Todo lo mencionado se agrega al padedmie nro psíquico con el cual in­
gresó el pa ciente. 

La desinstitucionalización implica trabajar en el inrento por resignifi­
car el lugar social de la locura buscando recomponer, a partir de las prác­
ticas, el lugar de la persona con padecimiento mental, ya no como objeto 
tutelado y necesario de :>-er custodiado sin o como sujeto de derecho. La 
extemación se presenta entonces no sólo como una estrategia m édica si­
no como una estrategia sociaL que involucra al conjunto de los actores de 
una comunidad. No se trata de que los locos sean un poco menos locos si­
no de un intento por inscribir la locura en nuesrra cultura, para poder dar 
lug-ar a la diferencia. 

Al trabajar en la reinserción d e los pacientes manicomializados en la 
red relacion al de la cual fueron excluidos por el encierro, se generan las 
condiciones para rescatar aquellos aspectOs identitarios que se relacionan , 
con sus hísto1ia'> vitales, con sus lazos sociales, con aq uello q ue Jos definía 
en su si ngularidad. Y se hace palpable, adem ás, la responsabilidad social,. 
en primera instancia, y estatal en el recorrido de estas personas que va de 
la vulnerabilidad a la exclusión. La desafiliadón, como un modo de arrasa­
miento de la subjetividad y exclusión social, trae corno consecuencia, a par-
tir de la invisibilización del recorrido, que la responsabilidad recaiga sobre 
el individuo. Co mo si no fuera el Estado el responsable inalienable en la 
construcción de respuesras colectivas, el individ uo padece la culp<.bili7.ación <· · 
por su p ropia desafiliación. Es deber del Estado garantizar !a 'vigencia de los ·\ : 
derechos de todo ciudadano. Su responsabilidad es generar políticas de re~ 
habili tación y externación, utilizando los recursos del sistema público de :.:.~ 
salud necc~ario:; para lograr la restitución de los derechos vulnerados por · 
el encierro prolongado. · · · 

Cuando no existen políticas un iveisa les de inte!,rración, cuando no hay· ;;·. 
coherencia entre los objetivos y las acciones reales, aunque aparezcan intenL .':: .. 
tos :aisladüs, el encierro füncjona al servicio de una maquinaria de disciplk<; 
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namiento y exclusión social. "La internación prolongada cierra sobre el 
paciente un círculo que la pobreza estruct\Iral consolida". 7!> 

Las inicia tivas que contemplan programas de desinstitucionalización 
a cargo del Estado son aisladas. El Programa d e: Rehabilitación y Externa­
ción Asistida (PREA) del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos 
Aires aparece como un claro inten to de revisar críricamen te el lugar he­
gemónico del h ospital psiquiátrico para el tratamiento de personas con 
padecimien to mental grave. 

Este programa tiene la gran virtud de ubicarse desde el inicio articulan­
do la atención primaria en salud m en tal con la u tilización de redes existen­
tes en In comunidad. La población beneficiaria alcanzan pacientes crónicos 
que se encuentran en proceso de externación y que confluyen en un espa­
cio común con o tro sector de excluidos del sistema: los desocupados. 

La articulación entre ambos aspectos, atención primaria e inclusión 
en redes comuni tarias, se efecciviza a pa rtir de la participación de ambos 
actores sociales en emprcndimientos productivos (taller textil, fabricación 
de dulces, de comidas, e tcétera), con la tutoría de trabajadores del hospi­
tal (la <:xperiencia se está realizando en e l Hospital Esteves) y sostenidos 
económicamen te a partir de la adjudicación de Planes Jefa:; y J efes de H o­
gar a quienes participan de tales emprendimientos. 

Cuando en salud p(lblica la<> problemáticas "i n culadas a salud mental 
no ind uyen ini ciativ~ que con templen vías altern ativas para alcanzar e l 
objetivo de la reinserción social de pacien tes institucionalizados, se corre 
el riesgo de que la cronificación no solamente alcance a los pacientes si­
no que también se cronifiquen las prácticas institucionales generándose 
una burocracia en el tra tamiento de la locura. Burocracia sostenida fre­
cuentemente por en fermeros, médicos, psicot.erapeutas, que le o torgan 
por proyección el sentido de locura a lo que es signo del deterioro insti­
tucional. A la cron ificación de las enfermedades se suma, entonces, la cro­
nifrcación de las malas respuestas, o la no aplicación de buenos programas 
que se quedan en in tenciones o se convierten en letra muer ta. 

•~ Cáccr•!s, C., Costa. N., Woronowski. M. (Equipo d<: Capacitación PR.EA): "Salir del 
psiqu iátrico· . Comunicación personal . Ho~pital "José F.st.~ve~· , Tétnpc:rley, provincia d~ 
Buenos Aire~. 


